Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE (Ríos).- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 18) 
Quisiera aclarar un asunto previo debido a la inquietud de un señor Legislador. 


La Presidencia, a través de la Secretaría, envió una citación a la Federación Rural para el día lunes 6 de junio a la hora 14 -a pesar 
de que algún medio de prensa dice que habían sido citados para el día de hoy- pero a raíz de una conversación telefónica entre 
quien habla y el Presidente anterior nos enteramos del traspaso de directivos de la Federación Rural para el día de hoy. 


Dado que para el día de hoy el Partido de Gobierno se comprometió a responder las preguntas que el señor Diputado Perdomo 
había realizado, creemos que en este momento no existen las condiciones reales para recibir a los representantes de la Federación 
Rural. 


Reitero que hay algún medio de prensa que recogió otra versión -obedecerá a los medios de prensa- pero aquí está la citación, y 
se encuentra a disposición del Legislador que quiera acceder a ella. 


SEÑOR BRENTA.- Nosotros queremos hacer un planteo previo en cuanto a la función que tiene al respecto la Comisión: el 
seguimiento del tema del endeudamiento, en particular en el sector privado, y especialmente sobre aquellas entidades de las que el 
Banco Central del Uruguay no cuenta con registros. 


Nos parece que es importante tener mayores datos relativos a los deudores del llamado sistema parabancario, cuyos acreedores 
no remiten información al Banco Central del Uruguay. Es por eso que en virtud de la Ley N* 17.838, que establece en la órbita del 
Ministerio de Economía y Finanzas la creación de un órgano de control asistido por una Comisión consultiva integrada por siete 
miembros -tres representantes de dicho Ministerio; uno de ellos la presidirá; dos representantes del Ministerio de Educación y 
Cultura, un representante de la Cámara Nacional de Comercio y Servicios y un representante de la Liga de Defensa Comercial- 
deberíamos solicitar información de los deudores que se encuentran en base de datos del estilo del Clearing de Informes, La Liga 
de Defensa Comercial, y otros. En tal sentido anunciamos la presentación de un pedido de informes. 


Desde nuestro punto de vista, si esa información discriminada por franjas y tipos de deudor fuera enviada a esta Comisión, sería 
una contribución importante para tener una visión global del tema, particularmente de un sector sobre el que no es posible solicitar 
información al Banco Central del Uruguay. 


También nos parecería bueno que llegaran a esta Comisión los antecedentes legislativos respecto de la regulación de las bases de 
datos privadas y, eventualmente, los proyectos de ley existentes -sabemos que algunos se encuentran en la Comisión de 
Constitución, Códigos, Legislación General y Administración de la Cámara de Representantes- a efectos de avanzar en un aspecto 
sobre el que normalmente no existe información suficiente ni mecanismos de regulación como sí hay en el sector público. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A través de la Secretaría haremos la solicitud realizada por el señor Diputado Brenta. 


SEÑOR ASTI.- Nuestra intención es dar respuesta, en nombre del Gobierno, a las preguntas que hiciera llegar por escrito el señor 
Diputado Perdomo, a la consulta formulada por el señor Senador Alfie, y a la solicitud del señor Diputado Pablo Pérez. Nos 
habíamos comprometido en fijar una posición respecto de esas consultas, dudas e interpretaciones. Y si el señor Presidente está 
de acuerdo, estamos dispuestos a hacerlo. 


No sé cuál les parece que podría ser el mejor procedimiento; sugiero que a través de Secretaría se lea el cuestionario del señor 
Diputado Perdomo. 


SEÑOR PERDOMO.- Diría que se suprima la lectura. 
SEÑOR ASTI.- De acuerdo. 


Voy a contestar las dos preguntas a la vez. Creo que el concepto ha quedado claro en todas las intervenciones del Gobierno, tanto 
con la representación que en su momento tuvo ante esta Comisión -con la presencia del señor Ministro de Economía y Finanzas, 
del señor Subsecretario y del Presidente del Banco de la República- como con nuestras propias intervenciones. 


La pregunta apunta a saber cuáles deudas están comprendidas en este plan; nosotros decimos que todas están comprendidas en 
él. Como no se trata de un acuerdo obligatorio -con esto, de alguna manera estamos contestando la segunda pregunta- cada una 
de las instituciones podrá optar por usarlo o no. Cada una de las instituciones que están en la órbita del Estado se ajustarán a las 
características propias de sus perfiles de endeudamiento basados en lo que el documento ha señalado. Como esto no es una ley ni 
un decreto, no tiene un carácter obligatorio, pero hay un marco que comprende a estas instituciones. 


Recordemos que en la primera etapa las autoridades del Ministerio de Economía y Finanzas invitaron a las instituciones públicas y 
privadas a esperar sesenta días y ellas aceptaron. Esto lo establece el documento que presentó el Gobierno; reitero que ese 
documento también fue elaborado por Legisladores de la Bancada de Gobierno. 


Por lo tanto, la respuesta es: el plan comprende a todas las instituciones, pero no es obligatorio para todas porque no tiene la 
fuerza de una ley. 


SEÑOR PERDOMO.- Me llama enormemente la atención lo que se ha comentado como solución administrativa, ya que ceñirse a 
este plan no es obligatorio ni siquiera para el Banco de la República. De las palabras del señor Diputado Asti interpreto que el 
Ministerio de Economía y Finanzas brinda un criterio y un marco, pero las instituciones que he descrito aquí -BROU, Fideicomiso y 
Tesis; obviamente, me estoy refiriendo a la banca gestionada- pueden o no seguir las pautas planteadas. 


Con franqueza digo que no entiendo los alcances de estas medidas si en realidad nadie -ni siquiera la banca pública- está obligado 
a seguir estos criterios. 


SEÑOR GONZALEZ ALVAREZ.- En el mismo sentido que el señor Diputado Perdomo, escuché decir al señor Ministro -todos 
escuchamos cosas distintas- que este marco de soluciones era para toda la banca oficial y que lo iba a aplicar. Ahora el señor 
Diputado Asti dice que no, que existe un marco y que el Banco de la República y el Fideicomiso, si quieren, lo aplican. 


SEÑOR ASTI.- Nosotros no dijimos eso. 


SEÑOR GONZALEZ ALVAREZ.- Vamos a aclarar este tema lo más sintéticamente posible. La pregunta es: el Banco de la 
República y todas las instituciones oficiales del Estado, como Fideicomiso y Tesis, ¿van a aplicar lo que dice Astori? ¿Sí o no? 


SEÑOR OLANO LLANO.- Entendí perfectamente lo que nos acaban de explicar. En el devenir de todas estas cosas de las que me 
he ido desasnando, tengo entendido que esto no tiene fuerza ni obligatoriedad, puesto que violaría, por ejemplo, la autonomía del 
Banco de la República, etcétera. 


De manera que para no polemizar, pero para que nos aclaren las cosas y podamos aclarárselas a quienes nos consultan 
permanentemente, yo cambiaría la pregunta: ¿cuáles de las instituciones mencionadas en la pregunta N* 1 el Gobierno -que está 
exhortando a que las instituciones financieras se ciñan a este marco- sabe que pueden tener voluntad de ajustarse a esta especie 
de marco? 


SEÑOR ASTI.- No me debo de haber expresado bien cuando dije que esa solución había sido presentada por el Gobierno, en 
particular con la presencia del señor Ministro de Economía y Finanzas, del señor Subsecretario y del Presidente del Banco de la 
República, y que, a su vez, estaba respaldada por los Legisladores de Gobierno. Como muy bien aclaró el señor Diputado Olano 
Llano, nosotros no vamos a afirmar que esto lo va a aplicar obligatoriamente el Banco de la República, porque violaríamos su 
autonomía. Si decimos que el Presidente del Banco de la República -conjuntamente con el señor Ministro- presentó este 
documento, obviamente la respuesta está dada allí. Por eso dijimos que no es una ley ni un decreto; cada autoridad, a través de su 
Directorio, dictará las normas para acompañar estas medidas marco en lo que tiene que ver con los entes que dependen del 
Estado. 


Puedo informar que esta semana, seguramente, tendremos novedades en la órbita del Banco República. Eso depende de los 
servicios técnicos, porque la complejidad de casos con que se ha encontrado, por la propia operativa del Banco, hace que sea 
bastante complejo traducir esto en una circular que abarque todas las situaciones. Según lo que hemos conversado a fines de la 
semana pasada, y en el día de hoy, no antes de este miércoles, el Directorio del Banco República estaría emitiendo una norma 
interna para acompañar los lineamientos de esta solución. 


En cuanto a quienes operan en los fondos de recuperación con Thesis, banca privada, también se está trabajando, pero hubo 
algunas dificultades porque hay una etapa de transición en el Banco Central con la persona que coordina o que lleva a cabo el 
relacionamiento con Thesis; eso ha demorado un poco el planteo de soluciones ante Thesis. No obstante, tal como lo hemos 
afirmado aquí, la línea de trabajo pasa por tratar de que los acreedores, para los que ya se han aplicado normas similares en otras 
oportunidades, vean que esta solución que se plantea -que va más allá de evitar simplemente el remate- intenta recuperar sus 
activos, pensando también en la estabilidad de todo el sistema. En ese sentido, se están haciendo las exhortaciones 
correspondientes para acompañar estas medidas de forma tal de asegurar una salida a ese problema. Recordemos que según las 
cifras de que disponemos en el informe, en su momento, la banca privada llegó a un acuerdo en el 97% de sus casos, con 
soluciones que contemplaban quitas y refinanciaciones. 


SEÑOR OLANO LLANO.- Quisiera saber si de aquí se desprende que quienes están en fideicomiso, de alguna manera, también 
están comprendidos en todo esto. En ese sentido, quizás se les podría trasmitir lo que se manifestó en este ámbito por parte del 
señor Ministro y del señor Presidente del BROU. 


SEÑOR ASTI.- Por supuesto que sí; pero hay que reiterar lo de siempre: manteniendo los criterios de autonomía de cada ente. La 
respuesta es que, en definitiva, todos están comprendidos; la obligatoriedad dependerá de la forma jurídica que tenga cada uno de 
los organismos. Me refiero a la independencia con respecto a las decisiones políticas que se tomen en cada organismo. 


En cuanto a la tercera pregunta, es decir, qué pasa ante una denegación de solicitud, cuando hablamos del Banco República, si 
hay un Gerente que la niega, el organismo de alzada es el Directorio del propio Banco. 


Por otra parte, la cuarta pregunta es muy sencilla de contestar. Tal como hemos dicho, el Ministerio de Economía y Finanzas ha 
reforzado el Área Defensa del Consumidor, que está a cargo del economista Fernando Antía, que funciona en la calle 25 de Mayo, 
tiene un 0800 por medio del cual se puede hacer consultas desde todo el país, y un mail que está a disposición de los usuarios; 
oportunamente, se proporcionarán todos estos datos. 


El señor Diputado Perdomo formula otra interrogante que nos interesa mucho contestar como colectivo. Concretamente, pregunta: 
"¿Para qué sirve el caso a caso si se trata igual lo que es diferente?". Precisamente, creemos que en todo este proceso se puede 
afirmar que no se trata igual lo que es diferente. La propia definición del caso a caso lleva a la conclusión de que se trata diferente 
lo que es diferente; eso es lo que acerca un poco más a la justicia y en muchos casos permite la racionalidad en el tratamiento. El 
hecho de que se use una misma tasa de actualización no indica que exista un tratamiento igualitario. Sí había que establecer algún 
límite, tanto inferior como superior, para entender de qué se estaba hablando. Si se revisa el documento se advertirá que, 
precisamente, para los pequeños deudores hay condiciones distintas que para los medianos y para los grandes deudores. La 
negociación tratará de encontrar la mejor manera de posibilitar el arreglo. 


Nosotros insistimos en esto: confiamos en que se pueda llegar a esta solución porque también es una salida para los acreedores, 
porque con la simple prosecución de los trámites judiciales y la ejecución judicial, en muchos casos, no verán satisfechas sus 
expectativas de recuperar los activos. 


Dentro de las preguntas relacionadas con criterios, el señor Diputado Perdomo habla de la moneda. Obviamente, nos referimos a 
topes en dólares; lamentablemente, todavía tenemos una cultura dolarizada; estoy hablando de todos los uruguayos y no 
solamente de los contadores, Gerentes de Banco o Ministros de Economía. No obstante, por supuesto que también están 
comprendidas las deudas en pesos, convertidas al dólar vigente a los efectos de ser categorizadas. La propia categorización de 
US$ 250.000 siempre estaba relativizada en función del sector de donde provenía el deudor; por ejemplo, en el sector arrocero, la 
cifra podría ser mayor, porque la deuda promedio de los arroceros es de US$ 330.000; si no, estaríamos excluyendo a la mayoría. 
Del mismo modo, entendemos que US$ 250.000 es mucho para un crédito al consumo. De manera que se tomó esa cifra 
promedio, pero diciendo expresamente en el documento que tendría que adecuarse a las características de cada sector. 


Volviendo a la moneda, debo decir que se toma aquella en la que está firmado el vale, pero dejando la posibilidad de que el deudor 
cambie de moneda, de acuerdo con las características específicas de su negocio. Esa es una de las cláusulas establecidas en el 
documento. 


SEÑOR PERDOMO.- El señor Diputado Asti dice que esto es de acuerdo con el sector. ¿Esto significa que solo aquellos que 
facturan en dólares son pasibles de hacer el cambio de moneda? No entiendo por qué unos pueden cambiar a dólares y calcular su 
tasa en esa moneda y otros no. 


SEÑOR ASTI.- Cuando hablé del sector estaba aludiendo al monto de US$ 250.000 exclusivamente. El acreedor puede aceptar el 
cambio de moneda si ve que es más viable el repago en la moneda que tiene que ver con el negocio del deudor. Me refiero a esa 
vieja tradición de prestar en la moneda con la cual luego se van a generar los flujos de fondos con los que se va a hacer el repago. 


En cuanto a la pregunta 6. que expresa: "Cuando se definen los montos para categorizar por tramos, ¿a qué fecha se calcula? ¿A 
esa fecha se toma el capital adeudado o la deuda con intereses? Si es con intereses, ¿cuáles son? ¿Los pactados normales, los 
pactados con mora o los intereses de recálculo?". 


En el monto para categorizar se toma la fecha de suscripción del vale. Se toma el capital adeudado y se recalculan los intereses 
con una tasa de 6,5% hasta el 31 de diciembre de 2004. De allí en adelante, como lo dice el documento, se considerarán los 
intereses a las tasas normales y no se calcularán otras tasas por mora. 


SEÑOR PERDOMO.- Entonces, sin importar su momento de suscripción, se calcula el capital más 6,5% a diciembre de 2004 y eso 
incluiría los US$ 250.000 como tope. 


SEÑOR ASTI.- Voy a reiterar lo que dije porque no sé si fui claro y en este tema hay que ser precisos. El monto para categorizar se 
toma a la fecha de suscripción del vale. Entonces, se considera el capital adeudado y se recalculan los intereses a la tasa de 6,5% 
hasta el 31 de diciembre de 2004. Estamos hablando del monto del vale original. 


SEÑOR PERDOMO.- Los US$ 250.000, ¿son capital puro? 
SEÑOR ASTI.- Efectivamente; a la fecha del vale. 


SEÑOR OLANO LLANO.- Muchas veces se solicita un crédito y después se hace otro vale, un segundo y hasta un tercer vale con 
fechas distintas. Y sabemos que hay grandes dificultades de los deudores para hacerse con el vale, porque el deudor lo firma y 
queda en el banco pero no se lleva una copia. ¿El señor Diputado Asti está hablando del primer vale? 


SEÑOR ASTI.- Hablo del vale vigente. Obviamente, estamos tomando períodos bastante largos; si hubo una, dos o más 
refinanciaciones, se tomará el último vale firmado, que es el que aparece en la central de riesgo del Banco Central como deuda. 


SEÑOR OLANO LLANO..- O sea que si yo pido un crédito en el año 1998 en el sector del arroz, cuando valía cinco y pico, después 
seis y pico y luego vino el 2002, en definitiva, mi deuda arranca el día en que empieza todo ese problema. De manera que si yo voy 
renovando vales es porque tuve alguna noxa que no me permite pagar tal como lo había previsto, ya que variaron ciertas 
condiciones desde el momento en que solicité el crédito inicial. Entonces, la tasa del 6,5% se va a aplicar sobre el último vale y, 
como dicen los gurises, me tengo que "fumar" las moras y todas las otras cosas por todo el tiempo que estuve estirando esto, 
inclusive, muchas veces descapitalizándome para ir cumpliendo. 


SEÑOR ALFIE.- Cuando uno no puede pagar, paga un pequeño porcentaje de los intereses; al final, el banco acepta y suma los 
intereses al capital. Entonces, cuando uno toma el último vale, en realidad, se capitaliza sobre determinada tasa; no importa cuál 
sea. Entonces, ¿qué recálculo del 6,5% existe desde el 1” de enero de 1999? No hay ningún recálculo porque es el último. Eso 
tendría sentido si fuera el primero y no el último. 


SEÑOR ASTI.- Voy a hacer una aclaración más a título personal que colectivo. Hay algo que el señor Senador Alfie debe saber 
perfectamente: si el acreedor no puede identificar claramente cuál es el origen de la deuda -aquí se hace una referencia a que si no 
se conoce, se toma el 1” de enero de 1999- es porque hay una sucesión de renovaciones, que pueden ser anteriores a 1999. En 
algunas instituciones bancarias es muy fácil determinar cuál fue la refinanciación y qué vale sustituye a otro, pero en otras esa 
operación no es tan sencilla. Por lo tanto, la flexibilidad que establece el propio documento dependerá de las condiciones del caso 
a caso en función de la documentación que esté disponible como para encontrar el momento cuando se produce la deuda original. 
Si un vale está perfectamente atado a sus refinanciaciones anteriores, se podrá ir hacia atrás y determinar cuál fue la deuda 
original. Pero tratemos de convenir que eso no ocurre en todos los casos, porque la firma del nuevo vale pudo hacerse no solo por 
el saldo refinanciado, sino con la inclusión de nuevos aportes de fondos frescos, para posibilitar a su vez la operatoria de las 
empresas. Entonces, de acuerdo a cómo el deudor presentaba su oferta en ese momento, se pudo tener un flujo de fondos positivo 
que le permitiera continuar con la operación y generar los fondos para el repago de la deuda. 


Por lo tanto, en esta pregunta es muy claro el hecho del que hablamos: se va a la deuda original pero, ¿cuál es esa deuda? Si de la 
documentación surge con claridad que hubo refinanciaciones exclusivamente por el capital, o por una parte, se podrá llegar a la 


deuda original, pero si por la propia mecánica de las operaciones de crédito eso no es posible se deberá tomar el último documento 
del cual surge la deuda que estamos liquidando. 


SEÑOR SARAVIA.- El documento del Poder Ejecutivo dice claramente que la deuda a considerar surgirá de los documentos de 
adeudo, convertida a dólares a la fecha de la suscripción original. Por lo tanto, se trata del documento que originó la deuda, 
actualizada al 31 de diciembre de 2004 a una tasa de 6,5%. En caso de no poder especificar la fecha de suscripción, se tomará 
como el correspondiente punto de partida el 1” de enero de 1999, 


SEÑOR ALFIE.- Lo que sucede es que en el momento de la firma, cada vale tiene una suscripción original. 


Ahora entendí lo que dice el señor Diputado Asti, que es diferente a lo que dice usted. La suscripción original no es el contrato de 
préstamo original que generó todos los demás: es la suscripción de los vales y cada vale es una suscripción original única, porque 
es un negocio jurídico nuevo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece que la discusión de la literalidad y la autonomía de los vales con respecto a un negocio causal 
es una situación de caso por caso. En definitiva, hay vales que tienen dentro de sí una causa de un préstamo bilateral y la 
literalidad y la autonomía es la instrumentación de un préstamo. En otros casos, tenemos diferentes situaciones. Pero al ser cada 
vale literal y autónomo con respecto a otro, uno de los indicios para buscar el negocio causal que dio lugar a ese vale -si bien 
jurídicamente puede ser no válido, pero como beneficia al deudor es válido- son los documentos que dieron garantía a esos vales, 
que siempre van por separado. Ahí tenemos el indicio de la fijación del negocio causal que da originalidad a los vales. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Este es un tema muy importante que habría que repensar. Si damos el tratamiento que estoy 
entendiendo, seremos tremendamente injustos con el que se ha portado bien con el Banco, es decir, que ha ido en fecha, que ha 
tratado de refinanciar, que entregó un poco e hizo un nuevo vale. Al individuo que firmó un vale en el año 1999 y nunca más 
apareció, le haríamos el recálculo al 6,5% hasta diciembre de 2004. Aquel que fue en el año 2000, y al vale original del año 1999 se 
le acumularon los intereses de mora de los años 2000 y 2001, pero pagó algo e hizo un nuevo vale o varios -quizá algún otro en 
2004- va a tener el capital original del año 1999 más moras, multas y recargos, que son mucho mayores al 6,5%. Esto lo pondría en 
inferioridad de condiciones con respecto a aquel que no apareció nunca más. 


Por lo tanto, pienso que deberíamos hacerlo más justo y que se recalcule toda la deuda al momento original al 6,5%, y se le quiten 
los intereses moratorios que hay en el medio. Si vamos al último vale seremos tremendamente injustos con aquel que quiso hacer 
algo frente al Banco. Como todavía no se ha empezado a aplicar esto, estamos a tiempo de flexibilizar esta situación. 


SEÑOR HEBER.- ¡Apoyado! 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos diciendo lo mismo; estamos todos apoyando exactamente el mismo criterio, salvo que queremos 
diferenciar los instrumentos jurídicos de la literalidad y autonomía con respecto al negocio causal. Si se separa el negocio causal y 
vamos a él, nunca se va a tener el inconveniente del caso injusto que señala el señor Diputado. Acá se trata de beneficiar al deudor 
a fin de que no haya forma de aplicar el criterio literal del último vale. El mejor elemento es el de garantía o carta poder, pero el 
criterio planteado por el Poder Ejecutivo es la originalidad del negocio causal y no la instrumentalidad del negocio causal. Me 
parece que esta es una diferencia importante. 


SEÑOR ASTI.- Estoy totalmente de acuerdo. Creo que el carácter jurídico que ha dado el señor Presidente me exime de mayores 
comentarios. De alguna manera, no hubo contradicción con lo que dijimos ni tampoco con lo que expresó el señor Senador 
Saravia. Cuando decimos que debemos ver la posibilidad de separar uno de otro, estamos reafirmando la validez del caso a caso 
que es como se puede analizar. Si esto fuera una norma que dijera: " Se tomará el último vale", no habría análisis posible. En este 
caso puede haber análisis de toda la historia del deudor. Si repasamos el propio documento original presentado por el Gobierno, 
establece precisamente esto, que se va a la historia del deudor a fin de aplicar las soluciones que el propio documento trae 
implícitas. 


Si se me permite, voy a pasar a la pregunta siete, que tiene relación con los pagos anteriores. Quizás, no queden satisfechos con la 
respuesta, pero debo decir que va a depender de la forma en que se instrumente cada caso. Normalmente, debe aplicarse primero 
a intereses y luego al capital, tal como lo establece el Código Civil. Pero puede ocurrir que la fórmula de cálculo sea tan compleja 
que sea mejor encontrar otra solución que sea más favorable para el deudor y el acreedor, porque quizás este no pueda redefinir 
cada uno de los pagos que se ha realizado y en qué momento se hicieron para hacer los recálculos correspondientes. 
Fundamentalmente en aquellas operaciones de poco valor, esto podría ser administrativamente más oneroso que la diferencia que 
pueda existir entre un criterio y otro. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Vamos a no dejarlo tan librado a que el Gerente haga lo que quiera. Vamos a hacer el recálculo 
del documento de determinado año más el 6,5%. Los pagos que se hicieron en el medio van a tener intereses y estamos 
totalmente de acuerdo con que así sea. ¿Los intereses se van a pagar con una tasa de 6,5% o de 14%, como generalmente se 
hace? 


SEÑOR BOTANA.- Solicito autorización para hacer uso de la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 

(Se vota) 

Afirmativa. 

SEÑOR BOTANA.- En la escuelita rural a la que concurrí aprendí algunas cosas. Por ejemplo, aprendí que en estos casos lo que 
hay que hacer es muy simple. Hay que computar el pago. Por un lado, llevamos la deuda a una tasa efectiva anual del 6,5% y, por 
el otro, aplicamos el pago y disminuimos el valor de la deuda en ese monto. Yo sugiero esto al Poder Ejecutivo: aplicar el mismo 


método que aprendí en mi escuelita rural y no complicarnos tanto con dejar caso a caso librado a un Gerente. Esto es dos más dos. 
¡Es tan simple! 


SEÑOR OLANO LLANO..- Voy a poner un ejemplo para ver si entendí lo que dice el señor Diputado Botana o estoy equivocado. 


Supongamos que tenemos dos deudores del año 1999 que pidieron la misma cantidad de dinero. Uno no pagó nada y el otro fue 
pagando. Después de peludear un poquito en la cuneta, nos pusimos de acuerdo con que a los dos se les va a calcular tomando el 
año 1999. Una cosa es que al que no pagó nada se le sume el 6,5% al monto de su deuda y otra es que al que estuvo pagando - 
incluidos intereses y moras- se le calcule el 6,5% a los intereses y no al capital. Si al que pagó algo se le descuenta lo que ya pagó 
al 6,5%, se le va a achicar muchísimo la deuda. Si se computan los intereses, va a terminar pagando más el que intentó pagar algo 
que el que no pagó nada, y me parece una tremendísima injusticia. 


(Interrupción del señor Legislador Alfie) 


Si será sencillo esto que se acaban de poner de acuerdo un ginecólogo con un economista, aunque debo reconocer que la escuela 
a la que fui era mucho más atrasada que la que fue el señor Legislador Botana. 


SEÑOR ALFIE.- No puedo creer que esto también dependa del caso a caso. Es muy sencillo: la deuda se toma desde el principio, 
se actualiza al 6,5% hasta el 31 de diciembre de 2004; los pagos se actualizan también al 6,5% hasta el 31 de diciembre de 2004, 
se restan y se acabó. Es la única forma de hacer el cálculo. Yo fui a la escuela Cervantes, en Montevideo. 


SEÑOR ASTI.- Parecería que esto, que es un tema escolar, está causando más problemas que los que debería haber causado. 
Decía que hay una norma legal de muy vieja data que implica que toda imputación a la paga refiere a cómo se fueron imputando en 
toda la operación esos intereses. También decía que por más que llevemos el cálculo a una cuenta de almacenero, actualizando a 
determinada tasa según lo que se haya pagado, muchas veces la operativa en la que hubo refinanciaciones, vales, etcétera, como 
muy bien nos explicaba el señor Presidente en su carácter de abogado, la operación pudo ir mutando, por lo que para esos pagos 
se vuelve engorroso aplicar la fórmula matemática que nos enseñaron en la escuela. 


También quiero decir que no se trata de la voluntad exclusiva del gerente. En lo que tiene que ver con el Banco de la República, va 
a haber una circular que será aprobada por el Directorio, contemplando muchas de estas preguntas. Esa circular todavía no está 
pronta por las dificultades que mencioné, precisamente porque se trata de englobar las diferentes categorías y situaciones en que 
se encuentran los deudores de ese organismo. 


En la aplicación al universo de casos posibles, no a cada deudor en particular sino respecto a cada una de las operatorias del 
Banco de la República, es a priori difícil definir previamente con nitidez la forma en que se instrumentará antes de analizar todas las 
situaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La vida comercial nos ha enseñado que muchas veces en la renovación de los vales está contenido el 
vale original o negocio causal, más los intereses, más un nuevo préstamo, que muchas veces se incluyen en un solo documento. 
Entonces, ese principio de volver a la deuda original no va generalmente unido a la realidad del nuevo préstamo que surge del 
tercer vale. Si se refinancia la deuda original se acumula más deuda, que formará parte de un solo documento que sustituye al 
anterior. Por eso decía que, tal como surge de las expresiones del señor Ministro, lo que hay que estudiar es la causalidad del 
negocio y no la instrumentalidad de los vales. 


De las expresiones del señor Ministro surge que el concepto es tomar la originalidad de la deuda más los intereses del 6,5%. De lo 
contrario, el escenario es tan variado que lo que puede ser simple para un caso en particular puede no serlo para otros. 


SEÑOR ASTI.- La octava pregunta se refiere a las quitas. Normalmente, se aplicarán sobre la deuda final, sumado el capital más 
los intereses recalculados. 


En cuanto a las garantías, se pregunta si se trata igual una deuda 100% cubierta por garantías reales que una deuda sin garantías 
y aún la de un deudor con varios embargos previos. Tenemos que ir al origen de todo este mecanismo, que es la situación en la 
que se van a encontrar los acreedores y los deudores cuando se estudie caso por caso. A nadie escapa que va a ser distinta la 
actitud no solo del acreedor sino también del deudor cuando está garantizada la totalidad de la deuda. Va a ser mucho más difícil 
lograr que haga una quita del 50% un acreedor que sabe que tiene garantizado el 200% o el 300% del monto de su deuda, que 
quien no tiene prácticamente ninguna garantía ejecutable. 


Siempre se planteó que había que buscar la mejor solución para todos los actores, y que no alcanzaba con contemplar una 
situación de carácter genérico, sino que había que analizar las posibilidades de cada uno. Las normas tratan de abarcar a todos los 
acreedores y a todos los deudores en las categorías que previamente define el documento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando asistió el equipo económico a esta Comisión mencionó un elemento sustantivo, que es devolver la 
calidad de sujeto de préstamo a aquel productor agropecuario o industrial que estuviera en condiciones de tomar un nuevo 
préstamo sin haber pagado en su totalidad el anterior, habiendo optado por el camino de la refinanciación. Creemos que esto 
permite el destrabe de muchas situaciones y complementa las garantías. 


SEÑOR BRECCIA.- Solicito autorización para hacer uso de la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 

(Se vota) 

Afirmativa. 


SEÑOR BRECCIA.- Me llama poderosamente la atención, luego de escuchar la respuesta del señor Diputado Asti a la pregunta, 
que los integrantes de la Bancada de la oposición no hayan hecho ningún tipo de comentarios, por cuanto en las primeras ocho 
preguntas estos han mencionado conceptos de justicia. Si hay algo profundamente injusto es que en el sistema operativo financiero 
deba responder más quien más garantías ha puesto, y que pueda escapar de su situación de deuda quien tiene garantías 
insuficientes. Eso es profundamente injusto. 


No tenemos solución para eso; es una realidad. De la misma manera es una realidad que, en la casuística que nos han sugerido 
los miembros de la Bancada de la oposición respecto a cada una de nuestras anteriores respuestas, no vamos a encontrar 
soluciones de justicia absoluta. La justicia infinita no existe en estas situaciones. Seguramente, a partir de una circunstancia que 
nosotros no hemos creado y de la cual -por lo menos nosotros- podemos asegurar que no somos responsables, luego de 
examinada la casuística, surgirán cantidad de situaciones injustas. Así que le pido a los señores Legisladores de la oposición que 
en los comentarios a las anteriores y a las sucesivas preguntas esgriman la misma tolerancia que respecto de la que acaba de ser 
contestada. 


SEÑOR GONZALEZ ALVAREZ.- Quiero decir al señor Senador que lo que no hacemos son preguntas... 
(Expresión suprimida por disposición del señor Presidente) 


No vamos a preguntar cómo van a hacer para cobrarle a alguien que no tiene garantías. Por eso preguntamos qué trato se le da al 
que tiene garantías; sabemos que no hay manera de cobrarle a quien no las tiene. Por eso no hacemos una pregunta... 


(Expresión suprimida por disposición del señor Presidente) 


No vamos a preguntarles por qué no lo persiguen hasta abajo de la cama si sabemos que no tienen cómo cobrarle. Simplemente 
por ello no preguntamos nada ante la respuesta clara y suficiente que dio el señor Diputado Asti. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia tiene problemas con los micrófonos; algunas expresiones del señor Diputado González 
Alvarez no figurarán en la versión taquigráfica, a efectos de que todos nos llamemos a tener un buen ámbito de trabajo, sin 
alejarnos del estilo. 


SEÑOR PERDOMO.- Es claro que este cuestionario ha tenido la mejor intención de conocer los alcances de lo que el propio 
Ejecutivo dice que no es una ley ni un decreto sino una propuesta de pautas para el reperfilamiento de las deudas, líneas de trabajo 
para el retorno del crédito. Nosotros queríamos saber cuáles eran los alcances de la propuesta, y cada una de estas preguntas 
buscaba obtener precisión al respecto y no medir culpas en cuanto al origen, aunque tal vez el país entero debiera darse un 
análisis en este sentido, y no creo que haya eximidos. Tampoco hemos hablado sobre acuerdos ni lo haremos hasta saber los 
alcances de esta solución, de estas líneas de trabajo; ya no sé cómo llamarles. 


En todo caso, es absolutamente obvio que un crédito tiene determinado valor de mercado y que el valor de un crédito con garantías 
es distinto al de otro que no las tenga. Por ejemplo, si alguien adquirió tecnología a través de bienes de capital para la producción 
en el sector agroindustrial y hoy esas maquinarias obsoletas no representan siquiera el 10%, obviamente, la solución administrativa 
no lo alcanza por los porcentajes que hemos mencionado, pero es necesario que estén previstos para dar la seguridad a aquellos 
que sí tienen garantías, de que estarán incluidas en la protección de sus bienes actuales. 


En definitiva, no se trata de que no preguntara porque no considerara que allí no había una situación de injusticia; no pregunté 
porque me quedó clara la respuesta que el señor Diputado Asti nos dio. Pero es claro que en esta solución -en estas líneas, en 
estas pautas; no sé cómo se define este mensaje- una gran parte del endeudamiento nacional no está contemplado aunque se 
encuentre entre estos topes, porque no cuenta con los niveles de garantía necesarios. 


No queríamos agregar un debate político, por lo menos hasta no tener las respuestas a estas escuetas preguntas que resta 
responder. 


SEÑOR BRECCIA.- No conozco la categoría de pregunta que ha manifestado el señor Diputado González Alvarez; según la 
categorización que puedo hacer hay preguntas inteligentes, menos inteligentes o poco inteligentes. Lo que debe reconocerme el 
señor Diputado Perdomo -a quien a pesar del poco trato que hemos tenido, reconozco una gran honestidad intelectual- es que 
además de hacer una serie de preguntas de carácter técnico, la Bancada de la oposición, al comentar las respuestas del señor 
Diputado Asti, ha realizado consideraciones acerca de la justicia o injusticia que suponen determinadas soluciones. A eso me 
refería al decir que estaba sorprendido al constatar que la Bancada de la oposición no hacía esas consideraciones en este caso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es muy bueno que logremos un resumen a futuro para saber que no hay deudas sin garantías, a efectos 
de que esta discusión sea semántica y no se adecue a la realidad. Mientras tanto, veremos cómo seguimos, porque sería muy 
preocupante encontrar deudas sin garantías. 


SEÑOR BOTANA.- Voy a referirme a lo que el señor Senador Breccia señala a la Bancada de la oposición. Yo no sabía la novedad 
-la recibo con alegría- de la incorporación del señor Senador Alfie al Partido Nacional. 


(Hilaridad) 


Quisiera hacer una solicitud a las Bancadas de los gobiernos: que atiendan la propuesta del señor Senador Breccia, y se pongan 
de acuerdo en traernos una solución para el caso a caso que atienda estos niveles de justicia que él está reclamando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera saber de qué país está hablando; nosotros aspiraríamos a que fuera del nuestro. 


SEÑOR BOTANA.- Me refiero a las Bancadas del gobierno de ese señor que usted dijo que volverá a ser Senador, o sea, del 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, y del Ministerio de Economía y Finanzas, que han presentado a la opinión pública 
propuestas distintas. Creo que sería muy buena cosa que encontráramos una solución justa para el caso de los deudores que han 
asumido más riesgo presentando garantías. 


SEÑOR OLANO LLANO.- Yo no creo que haya nadie aquí que pueda querer que se cometan injusticias. Todos quienes estamos 
aquí queremos que la solución sea lo más justa posible, y sabemos que hay situaciones en las que se puede ser más justo y 
situaciones en las que hay que ser menos justo; inclusive, sabemos que en determinadas circunstancias no habrá una solución 
igualmente justa para todos. 


Pero con todo respeto debo decir que no me parece bueno que empecemos a buscar culpables de este endeudamiento, porque 
seguramente ni el señor Senador ni yo decidimos por los Gobiernos anteriores, y no importa de qué partido sea cada uno. No me 
parece buena idea que nos caigamos a la cuneta con este tema ni que empecemos a "peludear" y a perder tiempo. Digo esto, entre 
otras cosas, porque en los resultados que obtienen los gobiernos hay responsabilidades compartidas -más de unos y menos de 
otros; seguramente, más del gobierno y menos de la oposición-; los resultados surgen de determinado accionar de los gobiernos y 
de determinadas respuestas de las oposiciones. Todos somos responsables en alguna medida. 


Por lo menos yo, desde mi punto de vista de opositor al Gobierno, planteé estas preguntas para tratar de obtener información y de 
realizar mis aportes, a fin de que, si una vez aplicada esta solución surgen problemas, como oposición tengamos la menor 
responsabilidad posible en ello. Y creo que esta es la intención que debe animarnos a todos. 


Sin duda, hemos planteado interrogantes para buscar aclaraciones y para poder evacuar las dudas de quienes después nos 
preguntan a nosotros. Lo que ya pasó será culpa de este Gobierno, del anterior y quizás también de la postura que tuvo la 
oposición, porque si hubiera sido otra, la situación actual podría haber resultado mejor. Digo esto porque no es lo mismo ser 
gobierno si el que está al lado tiene una honda y "grampitas" en las manos, que serlo si tiene una azada para acompañarte a carpir. 
Sin buscar culpas para ninguno, debemos ponernos a trabajar, pasar raya y darle para adelante. No creo que nadie aquí esté para 
pasar a la historia como alguien que quiere obstaculizar, sino como alguien que quiere aportar. Si nos ponemos a mirar para atrás, 
perdemos tiempo. Además, yo soy nuevo, pero también soy lo suficientemente viejo y, no digo que haya sido su intención pero al 
principio -ahora se me pasó; le voy a ser bien sincero- pensé: "Este hombre me va a golpear las patas y calculará que me voy a 
asustar". Y en la escuela a la que yo iba, era de los más guapos que había. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para canalizar el debate en cuestión, la Mesa recuerda que la asignación de la culpa y sus grados no 
corresponde a los Legisladores; de lo que debemos hablar es de responsabilidades de Gobierno. Por lo menos, este Presidente no 
está en condiciones de asignar la culpa ni los grados que esta tiene, porque en el sistema democrático uruguayo eso queda 
resuelto en el Poder Judicial. Me parece que es bueno el debate, que enriquece, que debemos hablar de responsabilidades, las 
mismas por las cuales este Gobierno va a ser oportunamente "juzgado" o "evaluado" -entre comillas- por la población. Es verdad 
que algún Legislador puede sentir que lo llevaron a prepo, como en la escuela -no conozco la escuela de Treinta y Tres- pero creo 
que es un debate que enriquece, porque los órganos políticos deben discutir políticamente, y cada vez que haya una discusión 
política, por lo menos este Presidente y mientras dure esta Comisión, no va a hacer que ningún Legislador se calle y va a habilitar 
la discusión el tiempo que sea necesario. 


SEÑOR ASTI.- Seguramente, mis compañeros van a pretender que yo conteste las próximas preguntas con monosílabos para 
evitar discusiones como la que se acaba de dar. Obviamente, si nuestra intención hubiera sido contestar al señor Diputado 
Perdomo si se trata igual una deuda con garantías que una sin ellas, debería haber dicho simplemente que no. Creo que ese no es 
el afán de esta Comisión, ni tampoco la picardía del señor Diputado Perdomo de realizar la pregunta, porque creo que él sabía la 
respuesta, al igual que los demás integrantes de esta Comisión. Reitero: no son tratadas igual. También debemos reconocer que 
quien estaba dando la respuesta no es inocente. 


La décima pregunta, sobre las acciones judiciales, dice: "Durante el tiempo de presentación y aprobación de las solicitudes de 
recálculo ¿se suspenden las acciones judiciales?" No; no se suspenden, pero eso no quiere decir que haya o no remates. No habrá 
remates en tanto se acuerden soluciones o se presenten negociaciones dentro de estos aspectos señalados. Hay una fecha, hasta 
el 30 de setiembre, para acogerse a este régimen. 


SEÑOR BOTANA.- ¿Cómo puede asegurar el Poder Ejecutivo que un trámite que está en la órbita del Poder Judicial no va a llegar 
al remate? 


SEÑOR PRESIDENTE.- El actor es el dueño de la acción judicial, tiene la legitimación activa y solicita la prórroga necesaria del 
remate para que se cumpla con el objetivo planteado. Eso lo va a hacer el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR BOTANA.- Si la deuda está en manos de un actor que compró la cartera, ¿qué sucede? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si un tercero compró la cartera y hubo cesión de crédito, no corresponde al anterior acreedor su calidad 
de tal. Ese negocio entraría a la categoría de privados con privados, si es que el que compró es un privado y no un banco oficial. 


SEÑOR BOTANA.- Entonces, en ese caso habrá remate. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Eso dependerá de la actitud que tome el acreedor. 


Es intención del Poder Ejecutivo -lo dijo el señor Ministro- trasmitir que el Uruguay entraría en un estado de situación "negocial" de 
acreedores y deudores, mucho más allá de los organismos públicos, luego de que aquí se dispare una solución de caso por caso, 
que alcanza aproximadamente al 90% de las deudas establecidas. Nosotros aspiramos a que ese estado público de renegociación 
también alcance a lugares donde este Gobierno ha decidido no llegar. 


SEÑOR ASTI.- La undécima pregunta refiere a los montos límites y dice: "¿Cómo operan los límites? ¿Se aplican a todas las 
deudas o funcionan como líneas de corte?" Y luego da un ejemplo. 


Todas las propuestas de negociación van a requerir una combinación de varios instrumentos, dependiendo de las características de 
cada deudor -eso ya lo dice el propio documento- y también de la realidad económico financiera de la actividad a la que pertenece. 


Los criterios que se manejaron acerca de los US$ 250.000 los mencionamos al principio de nuestra intervención. Creemos que 
había que poner un monto que relativizara o indicara a qué nos estábamos refiriendo, si a pequeñas, medianas o grandes deudas. 
Pero también dijimos que esto iba a variar por sector y por los otros factores que también tienen que ver con la negociación y que 
tienen que tomar en cuenta cuál es la actividad y las posibilidades de repago del deudor. Por lo tanto, el límite es simplemente 
indicativo y tendrá que estar en función de los demás parámetros que tiene cada negociación, a la cual seguirán limitando. Pusimos 
anteriormente los casos de los arroceros y de las deudas al consumo, en los cuales los US$ 250.000 no son más que una 
referencia. 


La duodécima pregunta dice: "En caso de una sociedad de dos personas que deben US$ 400.000 ¿puede cada uno hacerse cargo 
de US$ 200.000 en este sistema?". Debería contestar "no", así no entramos en discusiones. Creo que cada parte tiene que asumir 
que si el deudor es una sociedad, es esta la que debe responder. Separar la deuda no es lo adecuado porque depende de las 
garantías y de todas las cosas vinculadas a ella. La sociedad es la responsable, y como tal, sus partes acordarán entre ellas cómo 
deben pagar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece que aquí es importante recordar el caso del 100% de los documentos de solidaridad que los 
bancos hacen suscribir en caso de sociedades a nivel personal. Sin duda, debe haber situaciones de documentos de solidaridad de 
la deuda a título personal y por el 100% de la deuda. Pero, como dijo el señor Diputado Asti y el equipo económico, se trata de 
buscar soluciones y no situaciones de desamparo y de ejecuciones de los deudores. Entonces, a la luz del principio de favorecer 
las negociaciones, se va a trabajar en los diferentes bancos, porque hay situaciones jurídicas que habilitarían la aplicación del 
cobro de la deuda a uno de ellos en la medida en que hay instrumentos jurídicos aplicables. Pero en todos los casos, la filosofía es 
que si hay dudas, se beneficie al deudor y de acuerdo a su actitud frente a la deuda obtenida. 


SEÑOR ASTI.- La pregunta decimotercera, referida a deudas en canasta, dice: "¿Qué pasa con las deudas denominadas en 
canasta? ¿Se reliquida a los dólares equivalentes a la primera firma del vale?". Los criterios son los mismos, y el deudor tiene la 
posibilidad del cambio de moneda. 


La pregunta decimocuarta relativa a los plazos, dice: "¿Cuáles son los plazos mínimos aplicables? ¿Quién decide qué plazos 
corresponden a cada deudor? ¿Hay gracia? ¿Hay plazos máximos diferentes para diferentes niveles de deuda”". 


En el documento no hay normas explícitas con respecto a plazos; obviamente, por el tipo de operación que sea, se tratará de que 
sean cortos, pero adecuados o compatibles con la posibilidad de pago del deudor. Por ser un caso a caso, no hay una regla general 
que podamos aplicar. Quizás en los instructivos que apruebe en esta semana el Directorio del Banco de la República tengamos 
alguna indicación más a ese respecto, teniendo en cuenta que el Banco conoce la diversidad de temas que tiene en su Cartera. 
Esto también podrá ser un indicador para que otros acreedores sigan similares situaciones. 


SEÑOR GONZALEZ ALVAREZ.- En virtud de que muchas veces la gente nos consulta a nosotros antes de ir al Banco, quisiera 
saber si podemos decirle que se puede manejar, por ejemplo, con un plazo de veinte años. ¿No se puede manejar un entorno en 
este sentido? 


SEÑOR ASTI.- No hay un entorno; ello dependerá del monto de la deuda, de las características del sector, de las posibilidades de 
repago... 


SEÑOR GONZALEZ ALVAREZ.- Pero, ¿dándose todas esas condiciones? 


SEÑOR ASTI.- Yo no estoy habilitado -no sé si los demás compañeros pueden decirlo, creo que no- para fijar plazos en este 
momento. Si lo hiciera, estaríamos respondiendo la pregunta original de criterios que hacía el señor Diputado Perdomo acerca de si 
se van a tratar igual casos diferentes. No puedo dar una respuesta para casos diferentes. 


SEÑOR GONZALEZ ALVAREZ.- En otra parte se dice que las quitas podrán ser de hasta el 50%, lo cual es razonable -entendí la 
explicación que se dio aquí-; del mismo modo, no es lo mismo que a alguien le digan que tiene que pagar en cinco años a que le 
digan que lo tiene que pagar en quince o en veinte años, porque se supone que la cuota va a ser más accesible. No es lo mismo 
decir que podrán llegar a veinte años que decir que podrán ser hasta diez, ocho o inclusive dos años. 


Es necesario informar al deudor qué marco de plazo puede haber. No estoy imponiendo esto, lo planteo porque la gente me lo va a 
preguntar -a mí y a todos- y me gustaría poder decirle algo más concreto y no simplemente que se verá. 


(Dialogados) 


Es tremendamente importante para el ánimo de los deudores poder decirles de qué plazo dispondrán. Estoy seguro de que cuando 
venga a esta Comisión, por ejemplo, la Federación Rural, o cualquier otra institución, preguntarán en qué plazo podrán refinanciar. 
¿No hay nada establecido en ese sentido? 


SEÑOR ASTI.- No está establecido ese tema. 


SEÑOR BRENTA.- Parece que este tema es bastante parecido al de los montos límites o al de las franjas. A veces, parece que 
pensamos solo en el sector agropecuario cuando hacemos algunas preguntas. Pero acá, por ejemplo, también hay créditos de 
vivienda, industriales, etcétera. 


SEÑOR GONZALEZ ALVAREZ.- En materia de vivienda el plazo es hasta de veinte años. 


SEÑOR BRENTA.- Los límites desde el punto de vista del monto de la deuda deben tener flexibilidad asociada al sector o al tipo de 
préstamo y sucede lo mismo con el tema de los plazos. 


SEÑOR ASTI.- Complementando lo que decía el señor Diputado Brenta, obviamente va a depender de la historia de la deuda. 
Además, una cosa es otorgar un plazo de equis años si el plazo original era de equis años, o de equis más menos cinco, que si 
había sido una operación de cortísimo plazo. Al decir que la cuota que se va a pagar será compatible con la posibilidad de pago del 
deudor, se está determinando el plazo que el acreedor va a otorgar. 


En cuanto a la pregunta relativa a si hay cuotas crecientes de amortización, cada acreedor establecerá los criterios en acuerdo con 
el deudor. Las cuotas crecientes no son las más corrientes, las que prefieren los acreedores, pero sí, al final, podrán ofrecer 
incentivos para los deudores buenos cumplidores, como inclusive el BROU ya ha establecido para algunas de sus operaciones 
vigentes. 


Con respecto a la última pregunta del señor Diputado Perdomo, relativa al tratamiento de los gastos judiciales y honorarios 
generados, hasta ahora, en general, la historia dice que hay que pagarlos, pero también podrán ser parte de la forma de pago que 


posibilite el acuerdo entre el deudor y el acreedor. 


SEÑOR PERDOMO.- Estos gastos tienen una envergadura realmente fuera de lo común, y muchas veces no están en el acuerdo 
entre el deudor y el acreedor, y es un tercer resorte en cuestión que, tal vez, regulado por algún mecanismo, pueda pensarse en 
que sea proporcional a la deuda o a lo que recuperó el acreedor. Pero dejados en libertad, muchas veces, estos gastos son un 
exabrupto frente a los esfuerzos que hace el acreedor o el deudor. Es absolutamente increíble lo que se mantiene de gastos 
judiciales. 


Ya sé que aquí no estamos regulando, obligando ni imponiendo, sino dando líneas o consejos, pero tal vez sea buena cosa 
trasladarlos a este sector que en la banca pública, en más de una oportunidad ha ocasionado una fuerte imposición y ha 
inviabilizado acuerdos. En realidad, esto lo adjetivaremos cuando venga la solicitud del señor Diputado Pérez relativa a ver la 
circular del BROU. Parece básica y completa la imagen de la información que hemos recibido hoy, ya que gentilmente el señor 
Diputado Asti ha respondido todas las preguntas realizadas. En todo caso, este es un punto importante a trasladar a las 
autoridades del Banco de la República; sería buena cosa porque son gastos que están tercerizados en porcentaje a las deudas 
generadas y, en muchos casos, realmente son millonarios. Si esa circular pudiese agregar algo al respecto y si esto no viola 
contratos preestablecidos con los profesionales actuantes, tendremos la mejor buena voluntad porque si no, de repente, se está 
haciendo un enorme esfuerzo por un lado y, por otro, esto inviabiliza posibilidades de arreglo. 


Agradezco al señor Diputado Asti por haber respondido tan pacientemente los diferentes puntos planteados. En lo personal, 
esperaré la circular del BROU a los efectos de dar cuenta de una idea general de estas líneas de trabajo del Ministerio pero que no 
parecen tener una base firme en cuanto a que seguimos -como decía al inicio- con criterios muy abiertos. Ojalá que la circular -por 
lo menos para la interna del BROU- prevea de verdad mecanismos en los cuales el deudor pueda recurrir a algún mostrador y no 
tan solo a esta Dirección del Ministerio de Economía y Finanzas a los efectos del cumplimiento de esto. Entendemos que el espíritu 
es de arreglar y de llevar adelante la situación. Ojalá tengamos en el BROU un mostrador, porque de lo contrario será muy sencilla 
la calificación como deudor contumaz a cuanto deudor exista por parte de un gerente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el mismo sentido que el señor Diputado Perdomo, debo decir que el Poder Ejecutivo posee el mismo 
espíritu en cuanto a no generar deudores y a tratar de dar un camino al endeudamiento nacional que recibió este Gobierno. 


Con respecto a los honorarios profesionales -de la misma forma en que uno, de acuerdo con la experiencia, comentó otras cosas- 
quiero decir que generan situaciones que muchas veces hacen difíciles las negociaciones. Pero también debemos recordar que el 
arancel establecido por el Colegio de Abogados es solo un indicativo que tiene el profesional para cobrar y no un marco jurídico de 
obligatoriedad para la causa en la que trabaja. Nosotros aspiramos a tener cumplimiento de las normas, de los contratos 
preexistentes -si es que existen- y una conducción dentro de ese marco indicativo del arancel del Colegio de Abogados que, reitero, 
solo es una pauta indicativa de lo que un profesional debería cobrar. Desde el Poder Ejecutivo pretendemos que el profesional 
cobre sus honorarios de forma tal que no llegue a ser un factor de impedimento de la solución negociadora, porque reitero que el 
carácter no obligatorio que tiene el arancel del Colegio de Abogados muchas veces es desconocido por el ciudadano común. No es 
un marco jurídico; es una pauta, es un indicativo de lo que un profesional debe cobrar. Nada más que eso. 


SEÑOR ASTI.- Me quedaban las respuestas a las preguntas formuladas por el señor Senador Alfie. 


El señor Senador preguntó -las apreciaciones quedan por su cuenta - si la cancelación siempre tenía que ser por el cien por ciento 
de la deuda o si se admitían cancelaciones parciales. 


Se admiten cancelaciones parciales en tanto sean importantes, y se aplicará a la parte de cancelación contado las quitas que se 
preveían para el pago contado. Obviamente, esto también formará parte de los acuerdos, y como incentivo a la cancelación parcial 
se mantendrán, cuando esta sea importante, las condiciones existentes para la quita al contado. 


La otra pregunta del señor Senador Alfie... 
SEÑOR ALFIE.- Discúlpeme, quisiera repreguntar para ver si entendí bien. 


El señor Diputado dice que se admitían cancelaciones contado -es obvio- y parciales; si van a poner la plata, agarra todo el mundo. 
La pregunta era si ahí se hacía la quita correspondiente, y el señor Diputado dice que sí en la medida en que sean importantes. 
¿Qué es importante? ¿Qué no es importante? 


SEÑOR ASTI.- Va a estar siempre relacionado con el caso a caso. Puedo comentar mi experiencia -lo hago a título personal y no 
comprometo a nadie más- cuando actué como Director de Recursos Financieros en la Intendencia Municipal de Montevideo. 


Cuando alguien hacía un pago del 50% de la deuda se lo consideraba con la misma condición de quita que si hubiera cancelado 
toda la deuda, por supuesto, sobre la parte que cancelaba. Pongamos un ejemplo. 


(Dialogados) 


SEÑOR ALFIE.- No es un problema de caso a caso; la quita importante siempre es un término relativo, es un porcentaje relativo a 
la deuda. Si usted debe $ 10 y paga el $ 2, será el 20%. Lo importante es un porcentaje relativo al principal, en este caso. Quisiera 
saber si hay alguna definición sobre eso; si usted debe US$ 200.000 y el 20% es importante, debe pagar US$ 40.000. Ahora, si 
usted debe US$ 1.000, el porcentaje son US$ 200. 


SEÑOR ASTI.- No está definido el porcentaje de importancia al que hacía referencia. El criterio es que para dar la quita contado 
tiene que ser una cancelación parcial importante. 


El otro tema era cómo se ¡ba a tratar a los buenos pagadores. En el momento en que el señor Senador Alfie hizo esta pregunta, 
nosotros habíamos recordado las medidas que el Banco de la República había previsto -antes de la presentación del documento 
del tratamiento de endeudamiento interno que había hecho el señor Ministro de Economía y Finanzas y el equipo económico- 
respecto a las bonificaciones a las tasas para los buenos pagadores; inclusive, en el cupón cero. Seguramente, ese criterio también 
será tenido en cuenta, por supuesto, a criterio del acreedor. Si hemos dicho que lo que estamos buscando con todo esto es generar 


una cultura de pago, obviamente, el acreedor, en este caso el Banco de la República, también se guiará por esos criterios de 
favorecer todo lo que tenga que ver con cultura de pago y eso puede lograrse, entre otras cosas, beneficiando a quienes hayan 
sido buenos pagadores. 


SEÑOR ALFIE.- Discúlpeme, señor Diputado, pero no me contestó la última pregunta. 


Usted habló de acá para adelante, dando las condiciones iguales de aquí para adelante. Yo pregunté desde el 1* de enero de 1999 
hasta el 31 de diciembre de 2004, si a la gente que de alguna manera pagó algo también se le recalculaba la deuda al 6,5%. Esa 
era mi pregunta original: el criterio de igualdad de tratamiento entre quien pagó y quien no lo hizo. 


SEÑOR ASTI.- En el resumen que tenía de su pregunta, señor Senador, se refería a la situación de los deudores que se han 
mantenido al día y si se los iba a asimilar a la nueva solución más beneficiosa, es decir, si la deuda sería recalculada al 6,5%. 


Mi respuesta es que el Banco de la República, como agente crediticio de una política en la que se quiere incentivar la cultura de 
pago, tendrá en cuenta -como ya lo hizo en el caso del cupón cero- medidas que incentiven las conductas de buen pagador. Esa es 
la respuesta que puedo dar al señor Senador Alfie. 


SEÑOR BRECCIA.- Tendría algunos comentarios que realizar respecto a las dos preguntas del señor Senador Alfie. 


En primer lugar, respecto a la determinación de la importancia que debe tener el pago contado para que amerite determinadas 
quitas y a la cuantificación de esas quitas, con absoluta honestidad intelectual debo decir que es sumamente pertinente la inquietud 
del señor Senador Alfie. Por lo tanto, comprometo mi esfuerzo personal para hacer llegar esta inquietud a las autoridades 
correspondientes -específicamente las del Banco de la República- para intentar que, dentro de los parámetros de la buena política 
bancaria que deben regir las actividades de dicho Directorio, esto se pudiera establecer en las circulares. 


Y el mismo comentario, prácticamente idéntico -por eso, "brevitatis causal", voy a ahorrar a los señores Legisladores el hastío que 
pueden producir mis intervenciones- me genera la intervención del señor Senador Alfie con respecto al tratamiento de quienes han 
sido buenos pagadores, es decir que dentro de los parámetros de lo que debe ser la buena política bancaria puedan contemplarse 
situaciones de ese talante. 


Es cuanto quería decir, señor Presidente. 


SEÑOR SARAVIA.- Sobre este tema expresaré algo como complemento. El día 25, el Banco de la República emitió una circular 
interna con respecto al cupón cero en la cual consta que la tasa de interés baja dos puntos, permitiendo que se cancele el 50% del 
monto integral del cupón cero -que sería del 27%, más los intereses al 30 de mayo- y el otro sería al 31 de octubre, en vías de una 
solicitud que hicimos para que mejorara la situación de los deudores que están al día, y que a partir del 1? de mayo se integraban a 
esta solución. 


Además, en esa circular, el Banco de la República dejó constancia de una propuesta que le hacía a los deudores que quisieran 
pagar al contado: que integraran el total de la compra del cupón -lo que le correspondía al 30 de mayo- y que tenían treinta días 
para hacer una propuesta de pago para negociar quitas y liquidar el total del cupón. Esto es complementario a lo que el Banco está 
instrumentando por fuera del acuerdo al que se ha llegado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Mociono para que la versión taquigráfica de las palabras de esta reunión sea enviada -lo antes posible- a 
la Presidencia del Banco de la República y al Ministerio de Economía y Finanzas, ya que tiene un contenido constructivo. Quisiera 
que los elementos que están en duda, los que se aclararon y los que quedaron pendientes estén en conocimiento del Poder 
Ejecutivo. 


SEÑOR PERDOMO.- Solicito que la circular del Banco de la República sea repartida lo antes posible porque es el elemento central 
que amplía el Mensaje del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así se procederá. 

Se va a votar la moción. 

(Se vota) 

Once por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En cuanto a las diferentes organizaciones que pidieron ser recibidas por esta Comisión, debo decir que la Federación Rural está 
citada para el próximo lunes, a la hora 14. La delegación solicitó más tiempo de exposición. La Presidencia, sin comprometer 
opinión, cree que es bueno dar más tiempo a la Federación Rural para que plantee su inquietud. También debemos decidir si 
recibimos a alguna organización más. Sé que hay Senadores y Diputados que tienen Comisiones los lunes; recién hablé con el 
Senador Heber -quien debe concurrir el próximo lunes, a la hora 15, a una Comisión- y me dijo que no tiene problemas en 
comparecer el lunes, a la hora 14. No sé de otro Legislador que ahora esté ausente que el lunes tenga que concurrir a otra 
Comisión; digo esto para tenerlo en cuenta. 


SEÑOR GONZALEZ ALVAREZ.- Dada la importancia de la delegación que va a concurrir, considero que el lunes solo debemos 
recibir a la Federación Rural. Las otras entrevistas pueden quedar para próximos lunes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, el próximo lunes solo recibiremos a la Federación Rural -a la que otorgaremos una hora de 
tiempo- y luego la Comisión resolverá cómo prosigue con las entrevistas solicitadas. 


SEÑOR BOTANA.- Quisiera formular una pregunta al Diputado Asti con relación a la propiedad del fideicomiso del Banco de la 
República. ¿Qué sucede con los deudores que están en un régimen privado, pero en una organización que pertenece al Estado? 
¿Qué pasa con los deudores que hoy están en el fideicomiso del Banco de la República? ¿Se suspenden las ejecuciones o no se 
suspenden las ejecuciones en tanto no haya acuerdo? 


Tal vez esta pregunta ya fue respondida, pero yo no me encontraba presente. 


SEÑOR ASTI.- Habíamos dicho que todas las entidades públicas van a acompañar el entorno de este documento, en función de su 
propia autonomía y naturaleza jurídica. De acuerdo con el entorno al que accedió el equipo económico con la presencia del 
Presidente del Banco de la República y teniendo en cuenta que hay una separación de los patrimonios de ambas entidades por la 
propia naturaleza del fideicomiso, la dirección de ese fideicomiso le corresponde al Banco de la República. Entonces, a través de 
los Directores del fideicomiso que ha nombrado el Banco de la República, se instrumentará la forma de acompañar esta medida 
que ha propuesto el Gobierno como aporte a la solución de un problema mucho mayor que el del fideicomiso, que es todo el 
endeudamiento interno. 


Resumiendo, el Banco de la República tiene Directores designados en el fideicomiso que recibirán las instrucciones que emanen 
de la autonomía de la institución que estuvo presente en la presentación de estas pautas, conjuntamente con el resto del equipo 
económico. 


SEÑOR BOTANA.- ¿Aunque hubiere sido tercerizada la recuperación del crédito? 


SEÑOR ASTI.- El fideicomiso del Banco de la República es una forma jurídica que establece la Ley de Fideicomiso, en la cual se 
separan los patrimonios -no voy a hacer una exposición sobre este tema- del Banco de la República y del fideicomiso. Sin 
embargo, la gestión de ese fideicomiso le corresponde al Banco de la República; esta institución hizo la designación de los 
Directores. 


SEÑOR BOTANA.- Eso es claro, pero el fideicomiso ha tercerizado la recuperación de una serie de carteras a estudios jurídicos 
que hacen esa gestión. ¿Para esos casos se suspenden las ejecuciones? ¿Valen estos criterios o no valen estos criterios? 


SEÑOR ASTI.- Sabemos que en determinado momento las ejecuciones que estaban en trámite por parte del fideicomiso fueron 
suspendidas; esto se hizo cuando se exhortó a todos los acreedores que estaban en estas condiciones. La presentación de estas 
pautas da un marco para seguir actuando en ese sentido. La respuesta está en el orden del caso a caso, no solo de los deudores, 
sino también de la distinta naturaleza jurídica de cada una de las operaciones que tienen, en este caso, las entidades que están 
conectadas con el sector público, como es el fideicomiso del Banco de la República. 


SEÑOR MUJICA.- Quisiera recalcar el hecho de que si bien el documento que presentó el Poder Ejecutivo no es una ley ni un 
decreto, esto no significa de ninguna manera que el Poder Ejecutivo y el Gobierno en general vayan a ser neutrales respecto a su 
aplicación o no. Acá hay un peso político que vamos a hacer jugar. La Bancada de Gobierno del Poder Legislativo -que, entre otras 
cosas, para eso formó la Comisión- además de su gestión dentro de la Comisión, no ha estado quieta ni pasiva respecto a las 
propuestas. La Bancada ha hecho muchas propuestas porque hay un compromiso de hacer jugar todo el peso político del Gobierno 
en todo el sistema -no solo en el público- a los efectos de que estas pautas sean seguidas 


No hay neutralidad respecto a su aplicación. Estas son las pautas que el Gobierno quiere que se apliquen; todo el peso del 
Gobierno va a jugar, en todos los niveles, para que sean las que aplique el sistema público y también el privado. No podemos 
plantear una ley por la complejidad del problema, por su heterogeneidad; habrá leyes complementarias que están anunciadas y se 
presentarán, pero eso no significa que vayamos a observar, sin ningún grado de participación, el libre juego entre acreedores y 
deudores. Este documento presentado es una indicación del objetivo político del Gobierno. Reitero que hay un compromiso político 
de todos los sectores del Gobierno para mantener estas soluciones. 


Entonces, me parece importante remarcar que la atención del caso a caso y la preocupación por no ser injustos con mecanismos 
únicos para atender situaciones tan heterogéneas no implica que nos lavemos las manos ni que tengamos una visión neutral con 
respecto a esta situación. 


Por otra parte, esta Comisión será un mecanismo de control y de seguimiento de la utilización de estos criterios que van a ser 
evaluados en cada momento en cuanto a su aplicación y eficacia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el caso hipotético de que la cartera del fideicomiso esté tercerizada, no desnaturaliza la voluntad 
política que tiene el titular del fideicomiso con respecto a las nuevas reglas del recupero del crédito. Esto no es oponible, porque 
cuando se terceriza una cartera, lo que se cede es la gestión. Pero la política de recuperación del crédito la aplica el titular del 
fideicomiso, que en este caso es el Poder Ejecutivo. Así lo manifestó el señor Ministro Astori cuando dijo textualmente en esta 
Comisión: "La expresión banca privada es todo, incluido el Nuevo Banco Comercial y el fideicomiso del Banco de la República". 


Entonces, la tercerización no es oponible a quien es el titular del fideicomiso, porque no fija criterios de recuperación sino ejecución 
de criterios determinados con anterioridad. 


SEÑOR ALFIE.- Realmente me alegro de las palabras del señor Diputado Mujica en cuanto a que el Poder Ejecutivo se haya dado 
cuenta de las complejidades que tiene una ley y que haya comprendido que no se puede redactar una en este caso -después de 
decir durante veinte años que había que hacer una ley- porque es muy difícil resolver este tema de esa forma. Por lo tanto, han ido 
a la posición original que defendí durante todo este tiempo. 


SEÑOR MUJICA.- Esta es una discusión que está planteada desde hace tiempo. Hemos dicho varias veces que lo único que se 
opone a una decisión judicial es una decisión administrativa. Y las decisiones administrativas son estrictamente políticas, porque es 
una aplicación de la voluntad política del administrador. 


Acá ha habido un cambio sustancial del administrador. Afortunadamente, este administrador que va a tratar el problema de la 
deuda interna no es el mismo que el que debía adoptar las decisiones políticas que, entre otras cosas, hubieran evitado la forma en 
que eclosionó la deuda interna en el año 2002. 


Entonces, querer equiparar e igualar algo que no es igual, es un movimiento político que puedo entender como político que soy, 
pero que no se ajusta a la realidad. 


Por lo tanto, nos estamos haciendo cargo de las consecuencias de una política económica mal aplicada que genera esta clase de 
herencias y estamos tratando de resolverla con un criterio de equidad. Lamentablemente, estos criterios no estuvieron antes, 
porque, de haber sido así, no estaríamos ante esta clase de problemas. Acá se acompañó a la Argentina cuando devaluaba Brasil; 
se dijo que eso era bueno; se dijo que no iba a haber devaluación; en fin, se dijeron muchas cosas. En su momento, se tomaron las 
mejores decisiones políticas para enfrentar esta situación con un administrador que demostraba ese grado de incomprensión o de 
insensibilidad ante una crisis que venía. 


Ha cambiado el administrador y, por consiguiente, nuestra fuerza política está tomando las decisiones que finalmente va a resolver 
uno de los problemas que estamos heredando. 


SEÑOR ALFIE.- Sé que se fueron los malos y vinieron los buenos. Está de más decirlo. Ya lo sabemos. Se fueron los que querían 
el mal de la gente y vinieron los que quieren lo bueno para la gente. Pero lo que está bueno en todo esto es que los malos hicieron 
que el 97% -son cifras del Poder Ejecutivo- de los casos se resolvieran sin ejecuciones. Entonces, a los buenos les queda el 3% de 
los casos sin ejecuciones. 


Cada uno lo mira como quiere; es obvio. Pero son los números que ustedes nos trajeron acá: 97% de los casos resueltos. Quiere 
decir que quizás no hayan sido tan malos los otros. Ahora parece que la política no es mala sino que fue mal aplicada; o sea que 
los que estaban no sabían aplicar esa política que ellos defendían. Bueno, parece que la copia va a ser mejor que el original. 
Esperemos a ver si se resuelve o no la situación. 


SEÑOR MUJICA.- Hemos dicho que las políticas eran malas y su aplicación también. 


Por otra parte, los números que llegaron a la Comisión cuando empezamos a recabar la información, si no recuerdo mal, indicaban 
que en este país, por lo menos en el sistema bancario, había 80.000 deudores. Esa es la cifra que tenemos y ese es el problema 
que estamos tratando de resolver: 80.000 deudores que están fuera del sistema, que no pueden operar, que no son sujetos de 
crédito y que el país está necesitando. Esta es la herencia a la que me refería. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es importante esta complementación de la solución político administrativa que tomó el Poder Ejecutivo, 
enriquecida por un proceso de cristalinidad parlamentaria en el que están representados todos los partidos. A ambos damos la 
misma relevancia. De otra forma, no hubiéramos presentado la conformación de esta Comisión. Aspiramos a que esta mantenga el 
objetivo de cristalinidad y de participación en los aspectos que ha determinado el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR BOTANA.- Me parece interesante la discusión, pero me preocupa la forma en que se va a operar en cada caso. ¿Cómo se 
van a hacer los cálculos? Un gerente del Banco va a tener que hacer un esfuerzo enorme para medir la rentabilidad de un sector, lo 
cual lo hace ser un conocedor de los costos, de los niveles de venta de esa empresa en el mercado, de los tipos de negocios 
existentes y con los cuales se está confrontando. Además, tiene que prever el funcionamiento de la economía en el futuro para que, 
según el documento, la empresa deudora que no ha podido atender debidamente su deuda tenga dinero para atender los costos de 
funcionamiento, los gastos de manutención del deudor y su familia y, a su vez, para pagar la deuda. Los gerentes bancarios deben 
prever qué va a pasar en el futuro. 


Este es un trabajo importante que estamos pidiendo a los gerentes, a quienes ya les solicitamos que midan la intencionalidad que 
tiene el deudor con respecto al pago de su deuda. Eso lleva tiempo. ¿Qué tiempos están previstos para las soluciones de la 
sumatoria de los casos que se van a presentar? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando estuvo el equipo económico en esta Comisión fue claro en manifestar que hay ciertos elementos 
de viabilidad que hacen a la obtención de la nueva calidad del deudor para ser sujeto de préstamo, el que va a ser presentado en 
un proyecto que tiene que hacer el deudor y que va a ser estudiado por los servicios del Banco. 


Los servicios del banco no desaparecen. Nosotros no precisamos que el gerente sea un superdotado, que tenga que prever la 
economía, lo cual es muy difícil; es más fácil prever otro tipo de cosas. En definitiva, me parece que el banco es mucho más que el 
gerente. El Poder Ejecutivo reconoce la importancia de los gerentes del interior, pero los servicios del banco son los mismos y 
serán reforzados para estudiar la viabilidad de las situaciones puntuales. Hay muchas situaciones puntuales que se pueden 
solucionar en el lugar. Eso fue manifestado por el señor Ministro de Economía y Finanzas y por el equipo económico cuando 
concurrieron a la Comisión a hacer la presentación de las pautas. 


SEÑOR BOTANA.- Creo que el señor Presidente, de acuerdo a su experiencia profesional, debe saber cuánto demora analizar un 
caso en el Banco de la República. Seguramente también debe saber que son muy pocos los casos en los cuales ha habido 
diferencia o corrección de parte del Directorio del Banco de la República acerca del informe de un gerente o de un técnico. Esto es 
así hasta por las responsabilidades políticas que le van a caber al Directorio de la institución al tomar una decisión y por ser más 
benevolente que lo que el técnico había sido en cada caso. 


El señor Presidente también deberá saber que los actuales gerentes no han sido preparados en materia de negocios ni en 
psicología; ellos no estudiaron psicología ni economía en ningún lado. Sencillamente son ciudadanos que hicieron un curso 
administrativo, que aprendieron algo de técnica bancaria y luego conocieron el negocio del banco. En eso seguramente son 
solventes, pero no en todos los negocios ni en medir la intencionalidad de nadie. 


Entonces, sinceramente, creo que eso les va a llevar mucho tiempo y que difícilmente el Directorio del Banco de la República va a 
poder analizar todos los casos, en los cuales va a existir oposición entre lo que el gerente concede y lo que el cliente entiende que 
le deben conceder. Creo que allí vamos a tener un amontonamiento tremendo de casos y la no solución por mucho tiempo. 


¿Y esto qué implica? Que, necesariamente, se van a tomar medidas especulativas y va a haber acciones de esos que siempre 
ganan con la quiebra del negocio de otro. Pienso que se debería analizar dónde y cómo se van a estudiar estos casos, ya que no 
se van a tomar criterios legales, aunque algunos entendemos que igualan y pueden ser más efectivos en el uso del tiempo. 


Si esta es la iniciativa y el Poder Ejecutivo está totalmente jugado a la solución de estudiar cada caso, por lo menos arbitremos 
algunas situaciones más justas donde se puedan tratar en menos tiempo y con criterios más equivalentes la mayoría de los casos. 


El señor Diputado Perdomo preguntaba si se iban a tratar igual los casos diferentes. Pero yo pregunto si se van a tratar igual casos 
iguales por gerentes diferentes, y eso nada me lo asegura. 


No voy a dudar de la buena intención del Poder Ejecutivo ni tampoco de que el trabajo realizado sobre el tema del endeudamiento 
fue hecho con seriedad. Sabemos que ha habido horas de estudio y que hay gente seria detrás de las propuestas. De todos 
modos, debemos ponernos de acuerdo en que demoraríamos demasiado tiempo y que abrimos lugar en el país al amiguismo y a la 
coima. Quiero que eso quede bien claro en la Comisión, que lo dije y que asumo la responsabilidad de lo que digo. Reitero que se 
abre lugar a que haya negocios entre particulares y quien es el intérprete de la situación. Eso lesiona hasta la moral pública; eso lo 
ensuciaría todo. Creo que en ese sentido las reglas de juego claras, cristalinas, trasparentes le harían bien al país. 


SEÑOR MUJICA.- Comparto la inquietud del señor Diputado Botana, pero quiero hacerle notar que todas las exigencias que él 
reclama de un gerente a la hora de analizar la situación de un deudor son más o menos las mismas que deberían haber tenido en 
cuenta a la hora de otorgar un crédito. Por consiguiente, estamos hablando de un problema que tiene que ver con la política 
crediticia del Estado y con el desarrollo de los instrumentos que este se va dando al respecto. Yo dudo que una ley pueda hacer 
todas esas previsiones que el señor Diputado Botana le pediría al supuesto gerente de sucursal. Inevitablemente vamos a tener 
que atender esta situación de deuda en su complejidad y heterogeneidad con los mismos recursos humanos que tenemos. 
Seguramente vamos a intentar -esta Comisión es una demostración de ello- que a través de las circulares y del seguimiento esto 
sea cristalino. 


Quiero recordar que las primeras denuncias sobre gestiones por lo menos dudosas de algunos gerentes del interior las realizaron 
Senadores y Diputados de la Bancada de Gobierno. 


Por último, quiero puntualizar que este problema no se resuelve con una ley y que tiene que ver con el desarrollo a futuro. El señor 
Diputado Botana puede estar seguro de que tenemos la misma preocupación que él con respecto a cómo se administra ese 
instrumento fundamental de la economía, que es el crédito, a la hora de su otorgamiento. Me parece que esa es la madre del 
problema, más allá de que ahora tengamos una situación específica, que es cómo se hace para administrar la deuda. 


SEÑOR PEREZ.- El señor Diputado Botana debe tener en cuenta que nosotros tenemos que desarrollar un control diferente al que 
se ha hecho hasta ahora. En ese sentido, estamos promoviendo permanentemente el control social de la ejecución de todas las 
medidas. Los deudores van a jugar un papel importante en este aspecto. Nosotros apelamos a que las situaciones distintas tengan 
soluciones acertadas, a fin de evitar la injusticia. Creemos que la única forma de lograrlo va a ser con el control social de la 
ejecución de las medidas. 


Sabemos que distintos deudores, como la Federación Rural -que concurrirá a la Comisión el lunes que viene y traerá un montón de 
inquietudes- asociaciones comerciales de todo el interior, rurales, artesanales y de todo tipo, se han nucleado, y por ello tenemos 
profunda confianza en que va a haber un control social de la ejecución de esas medidas. Si ese control no se da en la medida 
suficiente, nosotros vamos a ser responsables de incentivarlo. Esa es la única manera que tenemos para evitar que se den todas 
esas situaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quizás por ser abogado no tengo una sobrevaloración de la ley como la solución a todos los temas. En 
definitiva, si el marco normativo marca realidades, siempre va a haber alguien que querrá interpretar dicha realidad para ver si es 
atendida por la ley o por un capítulo de ella. También hemos visto que hay normas legales que no se han cumplido o se han 
cumplido de una manera diferente y han generado los mismos problemas. En este país tenemos una ley que impide el ingreso a la 
Administración Pública durante muchísimos años, y sin embargo se han producido. Es imposible que la ley en su aplicación no 
pase por el ser humano. Cualquiera sea el contenido de esa ley, hay una realidad que tiene que ser incorporada, y eso lo hace una 
persona. Yo no creo que esto estimule la coima o, por lo menos, los representantes de la sociedad deberíamos ser sumamente 
controladores para tratar de que esto no pase. 


No sé si nosotros somos los buenos y los otros son los malos; no adjudico ese juicio de valor que hacía el señor Legislador Alfie, 
pero puedo decir que tenemos una fuerte intención de que el contralor social y político sea la nave central de este proceso de 
refinanciación. 


SEÑOR SARAVIA.- Comprendo la inquietud del señor Diputado, sobre todo en lo que hace a un tema fundamental, que resulta 
clave en las conversaciones del Poder Ejecutivo y fue planteado desde el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca: el recálculo 
de la deuda. Me refiero a que se tengan en cuenta los elementos de rentabilidad y lo que la gente necesita para poder vivir, a 
efectos de permitirle integrarse al crédito y reinvertir. Esta Comisión podría impulsar un planteamiento en este sentido. Nosotros 
tenemos la OPYPA, el Plan Agropecuario y los Ministerios de Ganadería, Agricultura y Pesca y de Economía y Finanzas, que 
podrían colaborar con el Banco de la República en la realización de los cálculos de rentabilidad. 


El señor Diputado sabe bien que una familia de clase alta de Montevideo, con un capital de US$ 240.000, puede tener una renta de 
$60.000 mensuales. En el agro, el mismo capital equivale a 300 hectáreas de índice CONEAT 100, a US$ 600, y si consideramos el 
capital más semovientes y rentas, el ingreso es de $15.000 por mes. Quiere decir que hay una diferencia a recalcular para 
establecer los plazos de que cada familia dispondrá para pagar montos de deudas que quizás sean iguales. Es probable que del 
cálculo surja que una familia puede pagar en cinco años y otra necesita veinte para hacerlo. Creo que eso no podrá hacerlo un 
Gerente de banco; por ello, deberemos crear una Comisión que haga el seguimiento y -atendiendo la propuesta del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca- otra que realice el cálculo de la rentabilidad a aplicar en cada sector. 


Reitero que es una propuesta muy importante que podría impulsar esta Comisión, aunque ya está en marcha en el Poder Ejecutivo, 
pues el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca la planteó al Ministerio de Economía y Finanzas. 


SEÑOR PERDOMO.- He escuchado hablar de voluntad política, de control social y de lo que significa una ley, pero luego de este 
debate sobre orígenes y soluciones, reafirmo mi intención de que esto se resuelva a través de una ley. 


Más allá de esto, tengo la impresión de que hay mecanismos de seguimiento que no se establecieron con claridad. Cuando se 
consideró la anterior solución administrativa se habló de un básico del 87% de adhesión, y debo decir con franqueza que a la hora 


de entrevistar a muchísimos empresarios y deudores particulares advertía que esos niveles de adhesión tenían que ver con la 
obtención de alguna prerrogativa y, sobre todo, con la posibilidad de contar con más tiempo. 


¡Ojalá tengamos un cien por ciento de adhesión a esta medida! Como decía el señor Diputado Botana, nadie duda de la buena 
intención del Ejecutivo y tampoco de que también estuvo presente durante todo el Período pasado, cuando desde el Parlamento 
algunos sectores pregonaban muy firmemente la sanción de una ley. En algunos casos, nosotros acompañamos ese planteamiento 
y, en otros, apoyamos la propuesta de algún sector de la izquierda; me refiero, en especial, a lo que pasó a fines de la campaña 
electoral. 


Más allá de esto, uno ve que gran parte de los endeudados termina adhiriendo a la nueva solución, lo que arroja porcentajes de 
adhesión que luego no se condicen con las posibilidades de pago y, transcurrido cierto tiempo, el problema del endeudamiento 
queda como estaba. Por eso creo que realizar un seguimiento de fondo de esta situación resultará muy complejo, porque no hay 
herramientas distintas de las que había para el deudor de fideicomiso, que en muchos casos tenía quitas menores que estas. 
Entonces, más allá de peleas personales y de características personales, me parece que este es un camino muy extenso. 


Si uno conoce la interna de los servicios de la banca pública sabe que quizás no haya más de una centena de técnicos capacitados 
para realizar el análisis que requiere este tipo de carpetas. Yo me interesé por alguna carpeta que pasó a fideicomiso, porque 
significaba mano de obra muy importante para mi departamento. La deuda era de US$ 48:000.000, ¿y saben qué pasó cuando la 
pedí? No la encontraron; ¡no encontraron una carpeta cuya deuda era de US$ 48:000.000! Es cierto que se estaban mudando, pero 
tardaron dos semanas en hallarla y poder recibirnos. Además, un lector ávido podrá estar un par de días para analizarla. 


La cuestión es que si el 50% de los deudores del Banco de la República se presentara y fueran atendidos -digamos- por cien 
técnicos, según mis números el problema estaría arreglado en 2025. Yo no creo en esta solución; con franqueza debo decir que es 
imposible realizar un análisis de esta manera. Pero ojalá salga. 


Como verán, una y otra vez hemos sido cautos en nuestras declaraciones. No hay mecanismos para atender el endeudamiento 
individual si el día de mañana se presenta el 50% de los endeudados. 


No es mi intención entrar en debate; estamos aquí para conocer el alcance de esta norma y para aprovechar la apertura del Poder 
Ejecutivo y hacer las sugerencias del caso. Terminaremos de plantearlas cuando podamos contar con una copia de un documento 
clave: la circular por la que el Banco de la República reglamentará internamente este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Concuerdo con el señor Diputado Mujica con respecto a los gerentes: seguramente son los mismos que 
dieron los créditos de manera errónea. Pero también ha habido otra experiencia: cuando alguno de ellos se ha jugado un poquito - 
el señor Senador Saravia sabe bien a qué me refiero; hoy, el Banco de la República tiene que hacer resarcimientos por ello- no le 
ha ido del todo bien en su carrera bancaria. Sin embargo, sí le ha ido bien a quienes han ido a hacer la plancha, esperando que 
transcurra el tiempo para jubilarse. Entonces, ¿quién nos asegura que al hacer el análisis estos gerentes van a asumir el riesgo que 
corresponde? 


Quiero hacer una sugerencia al Poder Ejecutivo; tal vez sea un camino de solución. A mí me gusta mucho lo que dijo el señor 
Senador Saravia. Me gustaba más la propuesta original, de sancionar una ley; me gusta lo que está proponiendo en el sentido de 
encontrar un ámbito en el que se tomen las decisiones. Si efectivamente se va a proceder así, me gustaría que avanzáramos 
muchísimo fijando, aunque fuera por decreto, reglas de juego claras y de aplicación automática. Me refiero a que con el solo hecho 
de que el deudor se presente en las condiciones establecidas pueda empezar a jugar en la nueva situación, a que no tenga que 
esperar o que pueda haber una mala interpretación que implique una demora que pueda ponerlo en riesgo de ser ejecutado. 


Me gustaría que se avanzara todo lo posible en la definición de algunos criterios y que elimináramos la idea de medir la intención 
de cada uno. ¿Cuál es el gerente de banco capaz de medir la intención de un productor agropecuario o de un comerciante que 
pasa todos los días doce, quince o dieciocho horas detrás de un mostrador, tratando de juntar pesito por pesito para pagar a los 
proveedores? ¿Quién puede medir la intención de una familia de trabajadores que se endeudó? No es tan fácil medir intenciones y 
los gerentes de bancos tampoco son gente que conoce realmente a la sociedad, en primer lugar porque muchos de ellos no tienen 
experiencia anterior como trabajadores, no conocen la vida de empresa, no conocen la vida del trabajo; entonces, difícilmente 
estén en condiciones de juzgar. Me gustaría que la Comisión avanzara en la fijación de criterios de aplicación a rajatabla y a partir 
de determinada fecha, a los cuales bien pueden contribuir estos organismos, en el caso del sector agropecuario, estos órganos de 
planificación -como lo ha indicado el señor Legislador Sanabria- y otros que el país tiene en otras áreas a nivel de los distintos 
Ministerios. Creo que esa sería una muy buena cosa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa quiere aclarar que, como estamos sin el quórum necesario para votar, solo vamos a incorporar 
las palabras del señor Legislador Botana en la versión taquigráfica, que hemos resuelto que rápidamente sea enviada al Poder 
Ejecutivo, al Ministerio de Economía y Finanzas y al Banco de la República. Cuando haya quórum y el señor Legislador lo estime 
conveniente, el tema se tratará con otra naturaleza. Hoy, lamentablemente, no podemos votar ninguna moción porque no tenemos 
quórum, pero sí incorporaremos esas palabras a la versión taquigráfica que será enviada al Poder Ejecutivo. 


SEÑOR ASTI.- Quiero dejar una constancia. Con respecto a la invitación a la Federación Rural y a los criterios que íbamos a 
manejar -con mayor plazo- preferiría que no se contara con mi voto a favor de esa solución, porque entiendo que les deberíamos 
dar el mismo tratamiento que a los otros visitantes. Considero que la posición de la Federación Rural ya ha tenido suficiente 
difusión e, inclusive, nos la ha hecho llegar a cada uno de los Legisladores. Por lo tanto, no creo que corresponda darles un 
tratamiento diferente. Entonces, no voy a hacer cuestión, pero simplemente me abstengo de votar esa solución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muy bien. 
Se levanta la sesión. 


(Es la hora 16 y 31) 
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